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PEREIRA - RISARALDA


SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Febrero cinco de dos mil nueve.
Acta Nº 0005 de febrero 5 de 2009.

Siendo las nueve de la mañana (9:00 a.m.) de esta fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública para resolver el recurso de apelación interpuesto por ambas partes, contra la sentencia dictada por la Juez Primera Laboral del Circuito de esta ciudad, el pasado 31 de octubre, dentro del proceso ordinario que adelanta la señora MARÍA ALICIA GONZÁLEZ DE GARCÍA contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Provista de mandatario judicial, pretende la actora que se condene al ISS al reconocimiento y pago de su pensión de vejez desde el 6 de abril de 2006 con sus  respectivas mesadas adicionales, más los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales.

Tales pedidos se afincan en los siguientes hechos:
La promotora de la contienda jurídica nació el 6 de abril de 1951; el 3 de mayo de 2006 solicitó el reconocimiento y pago de su pensión de vejez al ISS, resultando negado su pedido, bajo el argumento de que no cumplía con el número de semanas exigidos por el Acuerdo 049 de 1990, ya que solamente contaba con 420 septenarios en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de la edad mínimo. Contra esa decisión se interpusieron los recursos legales que corresponden, confirmándose el proveído. La actora efectuó aportes al ISS en toda su vida laboral, tanto como dependiente como en calidad de beneficiaria del consorcio prosperar hoy.

La actora, al momento de entrada en vigencia la Ley 100 de 1993, contaba con más de 35 años de edad, por lo que la normatividad aplicable es la contenida en el Acuerdo 049 de 1990, permitiéndosele adquirir su derecho con un aporte de 500 semanas en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de la edad, requerimientos con los cuales cumple.

Mediante proveído del 8 de octubre de 2007, se admitió la demanda y se dispuso el traslado a la entidad demandada, la que allegó respuesta por medio de portavoz judicial que se pronunció respecto a todos los hechos, se opuso escuetamente a las pretensiones y propuso como medio de defensa los de “Inexistencia de la obligación demandada”, “Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al sistema de seguridad social”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Prescripción”, “Falta de causa”, “Ausencia de prueba del estado civil que permita atriuir –sic- un régimen jurídico especial, en consecuencia ausencia de legitimación por activa”, “No se –sic- hay de las calidades alegadas por el demandante” y “Compensación”.

Seguidamente se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que se lograra la temprana composición del pleito, tampoco se adoptaron medidas para su saneamiento, ni se modificaron la bases fácticas del mismo. En primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas que interesaron a las partes, consistentes en las documentales allegadas con los libelos de demanda y contestación y la historia laboral.
Recopilado todo el acopio probatorio, se dictó fallo que puso fin a la instancia, en el cual, luego de concluirse que la pretensora es beneficiaria del régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se accedió a las pretensiones, al encontrar que se acreditan más de 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad. Tal gracia pensional, se reconoció desde el 6 de abril de 2006, fecha en que se cumplió la edad y se produjo la desafiliación del sistema. Respecto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, los impuso desde la ejecutoria de la decisión.

Ambas partes se encontraron inconformes con el fallo, por lo que presentaron recurso de apelación, en los siguientes términos:

La procuradora judicial de la parte que incoa la acción, se mostró inconforme con el reconocimiento de los intereses moratorios, pues en su concepto, teniendo en cuenta que la solicitud de pensión se elevó el 3 de mayo de 2006, los mismos debieron de correr desde el 3 de septiembre de esa anualidad y no desde la ejecutoria de la sentencia.

Por su parte, el togado que representa los intereses del ente asegurador, estima que no se acreditó el cumplimiento de las 500 semanas exigidas en los 20 años anteriores al momento de adquirir de la edad mínima de pensión, pues solamente cuenta con 408 ciclos. Destaca que la historia laboral es un documento público, pues es expedido por el ISS que es una entidad de derecho público y, por tanto, debe cumplir con ciertos presupuestos para su autenticidad, los cuales solamente se cumplen por la documentación aportada por el ISS, no la que se anexó con la demanda, máxime cuando en la  contestación se hizo oposición a su validez.    

Concedido el recurso, se remitieron las diligencias a esta, disponiéndose el trámite propio de la instancia.

Se procede a resolver lo que corresponda, previas las siguientes,  

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Colegiatura es competente para decidir lo que corresponde en este asunto, ante la alzada propuesta por los apoderados de ambas partes, en virtud de la concurrencia de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico y solución.
Los recursos se encaminan por asuntos sustancialmente diversos, pues mientras que la parte pasiva de la acción cuestiona la existencia del derecho pensional por insuficiencia de semanas e indebida valoración de las pruebas, la promotora del litigio critica un asunto accesorio a dicho derecho, como lo son los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Así las cosas, para efectos prácticos, se estudiará en primer término el motivo de apelación de la entidad rea del proceso y, posteriormente y sólo en caso de no prosperar el argumento de la parte demandada, se analizará el intríngulis propuesto por la actora.

En cuanto la apelación propuesta por el togado que representa el ente demandado, estima la Sala pertinente efectuar las siguientes consideraciones:

La normatividad aplicable a la actora, no es otra que la del Acuerdo 049 de 1990, en virtud a que ostenta la calidad de beneficiaria en el régimen transitivo establecido en la Ley 100 de 1993 –art. 36-. Por tanto, para adquirir la pensión de vejez, la señora González de García debe cumplir con los presupuestos contenidos en el artículo 12 del referido Acuerdo, es decir, cumplir 55 años de edad, y tener 1000 semanas en toda su vida laboral o 500 septenarios en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de esa edad mínima.

El presupuesto de la edad, en el sub-lite, no ha ofrecido reparo alguno, pues se acreditó, por medio del registro civil de nacimiento –fl. 9- que la iniciadora del litigio nació el 6 de abril de 1951 y, por tanto, cumplió los 55 años de edad en esa misma fecha del año 2006. Por ello, sin necesidad de mayores disquisiciones al respecto, se tendrá cumplido dicho requisito.
El asunto que ha sido objeto de álgido debate al interior del proceso, es el tocante a la densidad de cotizaciones, específicamente el cumplimiento de 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad. Ese debate ha trascendido incluso a los mismos medios de prueba que sirven para acreditar ese período de cotizaciones, pues el togado que representa al Seguros Social en este asunto, ha manifestado que carecen de validez las copias de la historia laboral que se allegaron con la demanda, pues no existe certeza sobre su autenticidad, amen que no registran firma de un funcionario de la administración.

Debe decirse que este argumento sería válido, en la medida en que dichas copias constituyeran la única prueba que campeara en el proceso sobre las aportaciones al sistema de seguridad social en pensiones, sin embargo, existe en el proceso copia integra del historial de cotizaciones que efectuó la señora Maria Alicia González al ISS, allegado por la Jefe del Departamento de Pensiones de la ISS Risaralda, mediante oficio No. 16860 –fl. 59-, el cual despeja cualquier manto de duda sobre la documentación que se allegó con el escrito de introducción.

No hay duda que dichas copias –fls. 61 a 69-, se erigen como prueba plena, integra e idónea respecto a los aportes que efectuó la actora, desvirtuándose de paso el argumento de la parte rea del proceso de que no obra plena prueba respecto, pues fue a instancia de la misma entidad que se allegó tal comunicado.

Al analizar tal documentación, encuentra esta Sala que se reportan cotizaciones en los siguientes períodos:

· Entre el 1º de septiembre de 1993 y el 31 de diciembre de 1994, 487 días –fl. 61-.

· Entre el 1º de enero de 1995 al 30 de Noviembre de 1997, en forma interrumpida 990 días –fls. 64 y 67-.

· El período correspondiente al mes de enero de 1998, lo que hizo a través del consorcio “Prosperar Hoy” 30 días –fl. 69-.            
· Del 1º de marzo de 1998 al 6 de abril de 2004, en forma interrumpida, por un total de 2.316 días –Fls. 65, 66 y 67-

Los anteriores períodos totalizan 3.823 días que equivalen a 546,1428 semanas, es decir, la progenitora de esta actuación procesal sí cumple con el presupuesto de semanas exigido por el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, siendo la consecuencia natural y obvia el derecho de la demandante a obtener la pensión de vejez por el cumplimiento de los presupuestos, tal como lo señaló la Juez de primer grado.  
Carece de razón –entonces- el apelante de la parte que soporta la acción, pues como se evidencia del conteo de semanas efectuado por esta Colegiatura, la promotora del litigio tiene derecho a su pensión de vejez.

Superado el primer escollo, se procederá a analizar lo tocante a los intereses moratorios, por el no pago oportuno de la pensión.

En primera instancia, la Juez los impuso desde la ejecutoria de la demanda y hasta tanto se efectué el pago de las acreencias adeudadas, criterio que mereció reparo de la portavoz de la actora, quien indica que los mismos deben correr desde el momento en que se debió reconocer la pensión, que para el caso concreto era el 3 de septiembre de 2006.
Pues bien, lo primero que estima prudente despejar la Colegiatura, es lo atinente a la aplicabilidad de los mentados intereses, entratándose de pensiones concedidas con base en el régimen transitivo y el Acuerdo 049 de 1990, aspecto que ha sido objeto de muchos pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, uno de cuyos pronunciamientos, que constituyen la vigente posición sobre este tópico, se trae a colación:

En primera medida, estima la Sala traer a colación el texto literal del canon 141:

“A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago”. (negrillas fuera del texto original).
En un sentido exegético, sería fácil llegar a la conclusión de que para la generación de estos réditos moratorios, es indispensable que se esté ante una pensión reconocida, pues es común referirse a mesadas pensionales, cuando la prestación ya ha sido formalizada a través de un acto administrativo en el cual se concede. No obstante lo anterior, la interpretación que se le ha dado a este canon, no se limita a la tardanza en el pago de las mesadas de las gracias pensionales que ya tienen un titular definido en un acto administrativo, sino también que se ha ampliado a aquellos eventos en los que el Fondo Pensional se retarda más allá de los límites temporales fijados por la legislación para efectuar el reconocimiento y el pago de las prestaciones.
Ya de tiempo atrás, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha decantado el tema, afirmando que los intereses moratorios se causan desde el momento en que ha debido reconocer e iniciado a pagar la prestación pensional. Así se ha pronunciado el Alto Tribunal:

“El espíritu del soporte legal traído a colación, radica en que ante la "mora" en el pago de la obligación pensional, surgen de manera accesoria los intereses, sin miramientos o análisis de responsabilidad, buena fe, cumplimiento o eventuales circunstancias.
Por tanto, los razonamientos del censor sobre disquisiciones en torno a la  trascendencia del momento en que surge el derecho pensional con la decisión judicial, para la liberación de los intereses por esa tardanza, llevan una inteligencia equivocada del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, al agregarle al contenido del citado precepto, exigencias y eximentes no previstos por el legislador.
Y ello es así porque, como es apenas natural, para que se configure el derecho al pago de los intereses de mora consagrados en el artículo 141 de la ley 100 de 1993, solamente debe estarse frente al incumplimiento de la obligación de la entidad de reconocer la pensión a su cargo,  que se tiene desde que el reclamante reúne las exigencias de edad, tiempo de servicio y demás exigencias legales en particular”
 (negrillas y sublineado por fuera de la redacción original).
Es evidente que los mentados intereses son aplicables a casos como el presente, cuando se concede una pensión con base en el Acuerdo 049 de 1990.

Ahora lo que corresponde es determinar desde qué momento tienen causación dichos intereses por mora, para lo cual deberá acudirse al parágrafo 1º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y al 6º de la Ley 700 de 2001, los cuales establecen los períodos con los cuales cuentan las entidades de seguridad social, a fin de reconocer y cancelar las prestaciones pensionales.

El primero de los mencionados cánones, establece que los administradores de pensiones, una vez elevada la solicitud de reconocimiento por el interesado, cuentan con cuatro meses para resolver sobre el reconocimiento o no de la pensión.

Por su parte, la segunda norma, indica que, en todo caso, los operadores públicos y privados del sistema general de pensiones, tendrán un plazo no mayor de seis meses para adelantar los trámites necesarios para iniciar el pago de la mesada pensional. Dicho término, se iniciará a contabilizar, una vez se haga la petición al fondo respectivo.

Al interpretar estas dos normas en forma conjunta, se llega a la conclusión de que los fondos cuentan, en total, con seis meses para pagar la pensión, correspondiendo los cuatro primeros a su reconocimiento y los dos restantes a la inclusión en nómina. Vencido este período, se causan los frutos por tardanza referidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Con esta claridad, se procede a verificar el caso concreto.

Según la Resolución No. 4780 de 2006 –fl. 15- la actora elevó la petición para el reconocimiento y pago de su prestación pensional el 3 de mayo de 2006, momento parta el cual ya había cumplido los requisitos y se había retirado del sistema -10 de abril de 2006 fl. 67-.

El Instituto accionado, contaba entonces con plazo hasta el 3 de septiembre de 2006 para resolver sobre la procedencia o no del derecho –par. 1º art. 33 L. 100/93- y dos meses para la incluirla en nómina, los cuales vencían el 3 de noviembre de esa misma anualidad.     

Antes de estas fechas, el ISS expidió el citado acto administrativo, en el cual se negó el reconocimiento de la pensión, alegando insuficiencia de semanas, aspecto que, conforme a la información aportada por la Institución, se desvirtuó dentro de este proceso. No hay duda que, existe tardanza en el presente asunto, amen que hasta la fecha presente la entidad continua negando el derecho, debiendo haberse iniciado su pago desde el 3 de Noviembre de 2006.

Así las cosas, encuentra esta Sala que es necesario modificar el ordinal primero de la sentencia apelada, en el sentido de que se condena a la entidad accionada al pago de los intereses moratorios en que incurrió desde el 3 de noviembre de 2006 y hasta que se verifique el pago de las sumas debidas, sobre el importe de ellas, a la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento que se efectúe el pago.    

Costas en esta sede a cargo de la parte demandada.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA
MODIFICAR el ordinal primero de la sentencia dictada por la Juez Primera Laboral del Circuito el 31 de octubre pasado, en el sentido de que se condena a la entidad accionada al pago de los intereses moratorios en que incurrió desde el 3 de noviembre de 2006 y hasta que se verifique el pago de las sumas debidas, sobre el importe de ellas, a la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento que se efectúe el pago. Se confirma la decisión en todo lo demás.   
Costas en esta instancia a cargo de la parte apelante.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� Sentencia del 9 de abril de 2003, radicación No. 19608.
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